El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 10 de julio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :         66001-31-10-003-2018-00246-01
Accionante: 

María del Socorro Sanz Sanz
Accionado:
 COLPENSIONES 

Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          DERECHO DE PETICIÓN / ACCIONANTE DEBE PROBAR LA EXISTENCIA DE LA SOLICITUD Y FECHA / INCONGRUENCIA ENTRE LO SOLICITADO ANTE LA ENTIDAD Y LO PRETENDIDO EN TUTELA / IMPROCEDENTE /  
La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional.

Empero, para establecer si se produjo la lesión, debe acreditar el interesado que elevó una solicitud en determinada fecha y que vencido el término para contestar, la autoridad o el particular a quien se dirige, aún no la contesta.
(…)

Con la demanda se allegó copia de una petición, por medio de la cual la apoderada de la accionante solicitó a Colpensiones informar: a) la razón por la cual en su resumen de semanas no aparece como cotizado el periodo del 6 de agosto de 2007 y b)     “si se debe algún dinero de mora de los periodos comprendidos del 2 de enero de 2004 y el 3 de enero de 2006, para realizarlo y poder normalizar dichas cotizaciones”. Ese escrito carece de fecha y de constancia de haber sido recibido por la entidad a la que se dirigió.

Sin embargo, en los hechos de la demanda se hace referencia a una solicitud tendiente a obtener se incluyeran 8 semanas correspondientes a los meses de diciembre de 2001 y junio de 2007 y en las pretensiones se solicita se ordene a Colpensiones indicar la cuenta bancaria en la cual se puede realizar el pago de los intereses causados en esos periodos, para efecto de que estos hagan parte de la historia laboral de la demandante. Es decir, que esta reclamación difiere de aquella en cuanto a los periodos que se procuran adicionar a la historia laboral.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio diez (10) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 246 del 10 de julio de 2018


Expediente No. 66001-31-10-003-2018-00246-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, el 8 de mayo último, en la acción de tutela que en contra de esa administradora de pensiones instauró la señora María del Socorro Sanz Sanz, a la que fueron vinculados el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Directores de Procesos Judiciales y de Historia Laboral y los Gerentes de Administración de la Información, de Defensa Judicial y de Determinación de Derechos de esa entidad.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 17 de noviembre de 2009 le fue aprobado a la accionante el traslado de fondo pensional de Colfondos a Colpensiones.
1.2 En el resumen de la historia laboral expedido por la entidad accionada, hace falta incluir 8 semanas correspondientes al periodo comprendido entre diciembre de 2001 y junio de 2007, razón por la cual se pidió la corrección del caso.

1.3 En respuesta del 27 de noviembre de 2017 les informaron    que debían acudir a la oficina de esa entidad en Pereira “para que     nos informen cuanto (sic) es la mora de los periodos que se pagaron extemporáneos y así obtener la corrección de las semanas faltantes”.
1.4 Sin embargo, en esa dependencia les manifestaron, de forma verbal, que no existía trámite alguno para realizar tal pago, ya que la accionante “no tiene meses dejados de pagar y que por lo tanto no hay forma de corregir su historia laboral”.

1.5 Aunque se produjo una contestación frente a la solicitud formulada, esta no resuelve el caso.  

2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a la demandada informar a qué cuenta debe realizar el pago de los intereses correspondientes a los periodos de diciembre de 2001 y junio de 2007, para que estos sean incluidos en su historia laboral.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 8 de mayo se admitió la acción y se ordenó vincular al Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Directores de Procesos Judiciales y de Historia Laboral y los Gerentes de Administración de la Información, de Defensa Judicial, de Acciones Constitucionales y de Determinación           de Derechos de Colpensiones. Estos funcionarios guardaron silencio.
2. El 8 de mayo último se profirió la sentencia impugnada. En ella, la señora Jueza Tercera de Familia decidió amparar el derecho de petición de la actora y ordenó al Director de Historia Laboral, al Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media y al Director de Determinación de Derechos de Colpensiones, en el término de cinco días, resolver de fondo y de manera concreta la solicitud presentada por aquella el 27 de noviembre de 2017. Además, dispuso la desvinculación de los Directores de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales y los Gerentes de Administración de la Información y de Defensa Judicial de la entidad accionada.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada vulneró el derecho de petición de la demandante, al responder de forma incompleta su solicitud, ya que si bien le informó que había pagado sus aportes a pensión de forma extemporánea, dejó de manifestarle cómo se pagarían los intereses adeudados, tal como lo solicitó en el segundo punto de su reclamación, teniendo en cuenta que sobre el particular se limitó a indicarle que compareciera al punto de atención al ciudadano para subsanar las inconsistencias en su historia laboral, pero allí le informaron de forma verbal que “no había trámite alguno para poder hacer esos pagos”.
3. Inconforme con el fallo, el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, lo impugnó. Pidió se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que por oficio del 31 de mayo pasado, se le informó a la accionante que los pagos realizados en los ciclos 2004/01, 2005/01 y 2006/01 fueron insuficientes para cubrir los valores totales de los aportes, razón por la cual quedan valores pendientes por cancelar. Además, que las cotizaciones realizadas en los “periodos 2000/11, 2001/12 y 2007/06 fueron aplicados a los ciclos 2000/12, 2002/01 y 2007/07, respectivamente de acuerdo con la fecha de pago correspondiente”.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la acción de tutela para proteger el derecho de petición de que es titular la accionante.
3. Antes de proceder a resolver ese problema jurídico, es pertinente señalar que aunque en el trámite de la primera instancia se incurrió en una causal de nulidad por la falta de notificación del auto admisorio al Director de Historia Laboral de Colpensiones, ya que a pesar de que la demanda se admitió en su contra no se perfeccionó aquel acto, esta irregularidad fue saneada, de conformidad con el numeral 1 del inciso primero del artículo 136 del Código General del Proceso, en razón a que ese funcionario no la alegó a pesar de que fue debidamente notificado de la sentencia
.    

4. Aquel derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional
.

Empero, para establecer si se produjo la lesión, debe acreditar el interesado que elevó una solicitud en determinada fecha y que vencido el término para contestar, la autoridad o el particular a quien se dirige, aún no la contesta. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional
:

“Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada
.
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición. 

En este sentido, la Sentencia T-997 de 2005, resaltó:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.

En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación”
.

5. Con la demanda se allegó copia de una petición, por medio de la cual la apoderada de la accionante solicitó a Colpensiones informar: a) la razón por la cual en su resumen de semanas no aparece como cotizado el periodo del 6 de agosto de 2007 y b)     “si se debe algún dinero de mora de los periodos comprendidos del 2 de enero de 2004 y el 3 de enero de 2006, para realizarlo y poder normalizar dichas cotizaciones”. Ese escrito carece de fecha y de constancia de haber sido recibido por la entidad a la que se dirigió
.

Sin embargo, en los hechos de la demanda se hace referencia a una solicitud tendiente a obtener se incluyeran 8 semanas correspondientes a los meses de diciembre de 2001 y junio de 2007 y en las pretensiones se solicita se ordene a Colpensiones indicar la cuenta bancaria en la cual se puede realizar el pago de los intereses causados en esos periodos, para efecto de que estos hagan parte de la historia laboral de la demandante. Es decir, que esta reclamación difiere de aquella en cuanto a los periodos que se procuran adicionar a la historia laboral.
Fue por tal razón que esta Sala, por auto del 5 de julio último, requirió a la parte actora para que aportara copia de la petición a que alude en la acción de tutela.
Ese requerimiento fue desatendido
 y entonces no hay forma       de considerar demostrado que efectivamente la demandante presentó, ante la autoridad accionada, solicitud alguna tendiente     a obtener información sobre la cuenta a la cual pudiera cancelar   los intereses adeudados, con el fin de corregir su reporte de semanas cotizadas.
6. Así las cosas, deberá revocarse el fallo de primera instancia, que concedió el amparo, para declararlo improcedente.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 8 de mayo último, en la acción de tutela promovida por la señora María del Socorro Sanz Sanz contra Colpensiones, en su lugar se declara improcedente el amparo. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



� Folio 21 cuaderno No. 1


� Ver por ejemplo sentencias T-361 de 2009, T-938 de 2012, T-084 de 2015, entre muchas otras.


� Sentencia T-489 de 2011, Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chajbub.


� Sentencia T-1224 del 25 de octubre de 2001, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-767 del 12 de agosto de 2004, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis.





� Folio 3 y 4 cuaderno No. 1


� Ver constancia a folio 6 cuaderno No. 2
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